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Sobre: 
 
EJECUCIÓN DE 

HIPOTECA POR 
LA VÍA 
ORDINARIA Y 

COBRO DE 
DINERO 

 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez Coll Martí; la Juez 

Lebrón Nieves y la Juez Brignoni Mártir 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la parte 

demandada peticionaria, señor Roberto Barreto Vargas (en 

adelante, parte recurrente) mediante el recurso de certiorari de 

epígrafe y nos solicita la revocación de la Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla, el 30 de octubre 

de 2015 y notificada el 2 de noviembre de 2015, con matasello del 

3 de noviembre de 2015. Mediante la referida Resolución, el foro de 

primera instancia declaró No Ha Lugar la Moción Urgente 

Solicitando Relevo de Sentencia y Nulidad de Subasta Conforme al 

Artículo 1652, et seq, del Código Civil de Puerto Rico (Usura), 

presentada por la parte demandada peticionaria. 
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el recurso de apelación de epígrafe, por falta de 

jurisdicción, ello debido al incumplimiento con  las disposiciones 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. 

I 

A 

Como es sabido, "[l]as cuestiones de jurisdicción por ser 

privilegiadas deben ser resueltas con preferencia, y de carecer un 

tribunal de jurisdicción lo único que puede hacer es así 

declararlo.” Pagán v. Alcalde Mun. Cataño, 143 DPR 314, 326 

(1997).   

Reiteradamente nuestra jurisprudencia ha dictado que los 

tribunales deben ser celosos guardianes de su jurisdicción, 

estando obligados a verificar la existencia de la misma, motu 

proprio, sin necesidad de un señalamiento previo de alguna de las 

partes en el litigio.  Carattini v. Collazo Systems Analysis, Inc., 158 

DPR 345 (2003); Juliá, et. al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357 

(2001). La falta de jurisdicción de un tribunal no es susceptible de 

ser subsanada, por lo que el tribunal carece de discreción para 

asumir jurisdicción donde no la hay. S.L.G. Szendrey Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873 (2007); Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663 

(2005).  

De otra parte, la marcha ordenada y efectiva de los 

procedimientos judiciales es un imperativo de nuestro 

ordenamiento jurídico.  Como axioma de ese principio, es norma 

conocida por toda la profesión legal en Puerto Rico que el 

incumplimiento con las reglas de los tribunales apelativos impide 

la revisión judicial.  En ese sentido, las normas que rigen el 

perfeccionamiento de todos los recursos apelativos deben 

observarse rigurosamente. Soto v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 

91 (2013). 
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Para proteger estas normas de Derecho Procesal Apelativo, 

nuestro más Alto Foro ha expresado que: “todo abogado tiene la 

obligación y el deber de cumplir a cabalidad y con rigurosidad, con 

los requisitos dispuestos en las leyes y los reglamentos respecto el 

perfeccionamiento de los recursos apelativos presentados. Los 

abogados deben „demostrar celo, cuidado y diligencia en la 

tramitación de todos los asuntos judiciales.‟  No puede quedar al 

arbitrio de los abogados decidir qué disposiciones reglamentarias 

deben acatarse y cuáles no. Las partes, o el foro apelativo, no 

pueden „soslayar injustificadamente el cumplimiento del 

reglamento del tribunal de apelaciones‟.” Morán v. Marti, 165 DPR 

356, 363- 364 (2005). 

Cónsono con lo anterior, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(B) y (C) 

expone como sigue:   

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 
momento la desestimación de un recurso por los 
motivos siguientes: 

 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción;   
...   

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 
propia, podrá desestimar un recurso de apelación o 

denegar un auto discrecional por cualesquiera de los 
motivos consignados en el inciso (B) precedente.   
 

B 

De otra parte, la Regla 33 (A) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 33, rige los aspectos 

concernientes a la presentación del recurso de certiorari al 

Tribunal de Primera Instancia. Específicamente, la referida Regla 

dispone en lo aquí pertinente, lo siguiente:   

Regla 33. Presentación y notificación 

 
(A)   Manera de presentarlo 
[. . .] 

Cuando el recurso de certiorari, junto con el arancel 
correspondiente, sea presentado en la Secretaría del 
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Tribunal de Apelaciones, la parte peticionaria deberá 
notificar copia de la cubierta o de la primera página 

del recurso debidamente sellada con la fecha y la hora 
de su presentación, a la Secretaría del tribunal 

recurrido, dentro de las setenta y dos (72) horas 
siguientes a la presentación de la solicitud. Este 
término será de cumplimiento estricto. (Énfasis 

nuestro). 
 
Por otro lado, en cuanto a los requisitos de notificación de 

los recursos de certiorari a las demás partes, dispone la Regla 33 

(B), de nuestro Reglamento lo siguiente:  

(B) Notificación del recurso a las partes 
 

La parte peticionaria notificará la solicitud de 
certiorari, debidamente sellada con la fecha y la hora 
de presentación, a los abogados(as) de récord, o en su 

defecto, a las partes, . . ., dentro del término 
dispuesto para la presentación del recurso.  Este 

término será de cumplimiento estricto. (Énfasis 
nuestro). 
[. . .] 

 
Como se puede observar, ambos términos en controversia 

son de cumplimiento estricto.  Con relación a los términos de 

cumplimiento estricto y jurisdiccional, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico expresó en Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 

92 (2013), lo siguiente: 

Es norma harta conocida en nuestro ordenamiento 
que un término de cumplimiento estricto puede ser 

prorrogado por los tribunales. Ello a diferencia de los 
llamados términos jurisdiccionales, cuyo 

incumplimiento impide la revisión judicial por privar 
de jurisdicción a los tribunales. Véase Cruz Parrilla v. 
Depto. Familia, 184 D.P.R. 393 (2012). Sin embargo, 

para prorrogar un término de cumplimiento estricto 
“generalmente se requiere que la parte que solicita la 

prórroga, o que actúa fuera de término, presente justa 
causa por la cual no puede cumplir con el término 
establecido”. Íd. pág. 403.   

  
II 

 
Como tribunal apelativo, en primer lugar, estamos obligados 

a examinar si tenemos jurisdicción para atender el recurso 

presentado.  Veamos.   

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2026982361&pubNum=2995&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2026982361&pubNum=2995&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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En el caso de autos, la parte peticionaria contaba con un 

término de treinta (30)1 días para recurrir de la  Resolución emitida 

por el foro de instancia el 30 de octubre de 2015 y notificada el 2 

de noviembre de 2015, con matasello del 3 de noviembre de 2015. 

En consecuencia, este término vencía el jueves 3 de diciembre de 

2015. En el caso de autos, la parte peticionaria presentó el recurso 

de epígrafe el 3 de diciembre de 2015.  Por lo que, no hay duda de 

que el presente recurso se presentó dentro del término de treinta 

(30) días dispuesto por nuestro ordenamiento jurídico.   

Ahora bien, nos resta por examinar si el recurso de 

certiorari  fue notificado a la parte recurrida y al foro recurrido 

dentro del término dispuesto por nuestro Reglamento. Veamos.  

En cuanto a los requisitos de notificación de los recursos de 

certiorari a las demás partes, dijimos que, la Regla 33 (B) de 

nuestro Reglamento, supra, dispone que:  

La parte peticionaria notificará la solicitud de 
certiorari, debidamente sellada con la fecha y la hora 

de presentación, a los abogados(as) de récord, o en su 
defecto, a las partes, . . ., dentro del término 

dispuesto para la presentación del recurso.  Este 
término será de cumplimiento estricto. (Énfasis 
nuestro). 

[. . .] 
 
Por tanto, en vista de lo anterior, la parte peticionaria tenía 

hasta el jueves 3 de diciembre de 2015 para notificar a la parte 

recurrida la presentación del recurso de epígrafe. Sin embargo, un 

examen del expediente ante nuestra consideración revela que la 

                                                 
1 La Regla 52.2 (b) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.2 (b) 
establece el término para presentar un recurso de certiorari ante este Tribunal. 

La referida Regla dispone: 

[. . .] 
Los recursos de certiorari al Tribunal de Apelaciones para revisar resoluciones u 

órdenes del Tribunal de Primera Instancia o al Tribunal Supremo para revisar 

las demás sentencias o resoluciones finales del Tribunal de Apelaciones en 
recursos discrecionales o para revisar cualquier resolución interlocutoria del 

Tribunal de Apelaciones deberán ser presentados dentro del término de treinta 

(30) días contados desde la fecha de notificación de la resolución u orden 

recurrida.  El término aquí dispuesto es de cumplimiento estricto, prorrogable 

sólo cuando medien circunstancias especiales debidamente sustentadas en la 
solicitud de certiorari.   

[. . .] 
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parte demandada peticionaria notificó copia del recurso a la parte 

demandante recurrida, el 11 de diciembre de 2015, esto es, ocho 

(8) días después de vencido el término de cumplimiento estricto 

dispuesto por nuestro Reglamento. Cabe destacar, que de una 

lectura del recurso de epígrafe no surge que la parte demandada 

peticionaria haya demostrado la existencia de justa causa para 

incumplir con el referido término de cumplimiento estricto.  

Por último, además de lo antes indicado, la parte 

demandada recurrida también incumplió con el término de 

cumplimiento estricto dispuesto por la Regla 33 (A) de nuestro 

Reglamento. Veamos. 

La Regla 33 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

es clara al expresar que: “la parte peticionaria deberá notificar 

copia de la cubierta o de la primera página del recurso, 

debidamente sellada con la fecha y la hora de su presentación, a la 

Secretaría del tribunal recurrido, dentro de las setenta y dos (72) 

horas siguientes a la presentación de la solicitud.” (Énfasis 

nuestro). 

En el caso ante nuestra consideración, el recurso de epígrafe 

fue presentado ante este foro apelativo el jueves 3 de diciembre de 

2015, por lo que las setenta y dos (72) horas siguientes a la 

presentación de la solicitud vencían el 8 de diciembre de 2015. Sin 

embargo, la representación legal de la parte demandada 

peticionaria presentó el recurso ante el foro de primera instancia el 

10 de diciembre de 2015, es decir, dos (2) días después de su 

presentación,  infringiendo el término  de cumplimiento estricto de 

setenta y dos horas (72), dispuesto en el Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones.2  

                                                 
2 Recientemente, nuestro más Alto Foro se expresó en cuanto a la aplicación de 

la Regla 68.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 68, a los términos de 
naturaleza apelativa. Específicamente, el Tribunal Supremo expresó lo siguiente: 

En resumen, las normas establecidas por la Regla 68.1 de Procedimiento Civil 
de 2009, supra, son las siguientes: "[e]n el cómputo de cualquier término 
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Cabe señalar, que en el presente caso la parte demandada 

peticionaria tampoco demostró la existencia de justa causa para 

incumplir con dicho término de cumplimiento estricto. Ante ello, 

carecemos de discreción para prorrogar los términos y atender el 

caso.   

Por tanto, ante el incumplimiento con el perfeccionamiento 

de los recursos, nos vemos impedidos de ejercer nuestra 

jurisdicción.    

Hernández Jiménez v AEE, 2015 TSPR 169, 194 DPR ___ 

(2015). 

III 

Por los fundamentos antes expuestos se desestima el recurso 

de apelación de epígrafe, por falta de jurisdicción, ello debido al 

incumplimiento con  las disposiciones del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                                                                                                     
concedido por estas reglas, o por orden del tribunal o por cualquier estatuto 

aplicable (1) no se contará el día en que se realice el acto, evento o 

incumplimiento después del cual el término fijado empieza a transcurrir"; (2) se 

incluirá el último día del término siempre que no sea sábado, domingo ni día de 
fiesta legal o día concedido por resolución emitida por el Tribunal Supremo y (3) 

"cuando el plazo concedido sea menor de siete (7) días, los sábados, 

domingos o días de fiesta legal intermedios [─incluyendo medios días 

feriados─] se excluirán del cómputo".  

En cuanto a la aplicación de la Regla 68.1 de Procedimiento Civil de 2009, 
supra, a los términos de naturaleza apelativa, la Regla 1 de ese mismo cuerpo de 

reglas dispone que "[e]stas reglas regirán todos los procedimientos de naturaleza 

civil ante el Tribunal General de Justicia". 


